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L a mirada a las consignas consagratorias de los planes de gobierno en Colombia 
en las últimas dos décadas, deja ver en sí misma las condiciones de desequilibrio 
social, económico y político que fue construyendo el país desde sus orígenes: «Para 
cerrar la brecha», «Plan Nacional de Integración Nacional», «Cambio con Equi­
dad», «Plan Nacional de Rehabilitación», «Revolución Pacífica». Cada uno de 
estos títulos habla de segregación y rompimiento y ubica contradicciones, imposi­
bles de ocultar, entre lo que se ha llamado últimamente «el país nacional» y «el país 
político». 

Incluso ya en las «Cuatro Estrategias» se señalaba: «Aún son grandes las 
diferencias en el ingreso, en el consumo y en las oportunidades...Es comprensible, 
por lo tanto, que muchos no se sientan partícipes del progreso»1, y se complementa 
en «Para cerrar las brecha»: «El programa que le proponemos al país es el de 
cambiar los objetivos de las políticas, e intentar la protección de los sectores 
tradicionales en el campo y la ciudad y destinar la inversión pública primordial-
mente a obras en las ciudades intermedias y pequeñas, y en las zonas rurales donde 
se concentra la población más pobre».2 

* Transcripción. 
** Directora PRIAC. Profesora de la Universidad Nacional. 
1. «Las cuatro estrategias», Departamento Nacional de Planeación, Bogotá. 1972. 
2. «Para cerrar la brecha», Departamento Nacional de Planeación, Bogotá,1975. 
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Los programas han sido reiterativos y expresando de manera diversa proble­
mas similares, han insistido en adelantar planes específicos, que según cada uno, 
modificarán sustancialmente la situación del país. Las campañas presidenciales se 
han montado, en consecuencia, sobre esos objetivos de transformación, de utiliza­
ción racional de los recursos, de inclusión democrática de las grandes mayorías y 
con la afirmación de que cada programa superará a los anteriores. 

Desde 1982 en «Cambio con equidad» empieza a formularse una manera 
nueva de inclusión, que rompe la verticalidad de los anteriores programas, en 
cuanto a los agentes del cambio y se habla expresamente de «la participación de las 
comunidades en su propio desarrollo»3 asignándoles tareas en el establecimiento 
de prioridades, seguimiento y evaluación de los planes y retroalimentación conti­
nua entre los niveles locales, regionales y nacionales. 

Desde entonces, «la participación comunitaria» campea como tabla de salva­
ción e instrumento reparador de las desigualdades. 

Es decir, que hace más de 10 años, la participación de los diversos sectores del 
país se ha enarbolado como consigna para la economía y para la política. 

Cabe entonces preguntarse qué se ha entendido por participación y si estas 
concepciones han viabilizado un avance real en el desarrollo comunitario y sus 
posibilidades democráticas. 

Antes de mirar la realidad política de participación en la década del 90, 
analicemos algunas formulaciones que le precedieron, expresadas en «El cambio 
social: Un compromiso con Colombia», en el que Virgilio Barco entrega su 
balance de acciones al Congreso Nacional, esto con el fin de preguntarnos si estas 
concepciones han sido superadas. 

Cada uno de los capítulos del informe tiene como epígrafe apartes del 
discurso de posesión (7 de agosto de 1986), en los que se señalan entre otros los 
siguientes, que el autor por supuesto destaca: «Los principales destinatarios de esta 
obra de gobierno serán los más necesitados y las regiones atrasadas». «Son 
muchos, muchísimos aquellos que carecen de casi todo lo esencial».4 «El gasto 
público será reorientado hacia las áreas sociales: Producción de alimentos, nutri-

3. «Cambio con equidad». Departamento Nacional de Planeación, 1982. 
4. Barco Virgilio. Discurso de posesión, 7 de agosto de 1986. 
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ción, salud, vivienda, agua potable, caminos de penetración y educación primaria, 
sobre todo en las zonas rurales y marginales».5 

Como estrategia de cambio social para las regiones desprotegidas de la acción 
del Estado, se formula el Plan Nacional de Rehabilitación P.N.R., cuyo sustento es 
el desarrollo de una economía social para el cambio, y se culpa a los gobiernos 
anteriores por «ausencia de voluntad política para transformar la sociedad» y por la 
persistencia de «distorsiones estructurales que prosperan por décadas ante la falta 
de políticas audaces».6 

El abanderado de la reforma, por supuesto, es el Partido Liberal, señalado 
expresamente en el informe como «partido del pueblo», cuya estrategia se orienta 
«en primer lugar a solucionar los problemas que perpetúan la desigualdad social y 
en segundo lugar, a remover los obstáculos que impiden transformar profundamen­
te las estructuras económicas, sociales y políticas de la nación».7 

El informe es prolífico en realizaciones. Afirmando que el objetivo central era 
la orientación de la economía hacia la justicia social y se deleita con las siguientes 
afirmaciones: «El gobierno actual ha transformado el enfoque y el alcance de la 
política social»; «hemos avanzado, con imaginación y con responsabilidad, en la 
construcción de instrumentos innovadores para promover el desarrollo social y 
luchar contra la pobreza»; «la política social cuenta con instrumentos que permiten 
que la participación social y la voluntad política confluyan en los programas de 
cambio»; «en el pasado el gasto público era ejecutado sin coordinación, de manera 
desintegrada y regido por las relaciones particulares. Hoy los distintos programas 
hacen parte de un marco global, coherente, con claros lincamientos, lo cual 
multiplica la efectividad de las acciones públicas»; «el gobierno ha promovido 
reformas en todos los órdenes de la vida nacional: La reforma constitucional, la 
reforma agraria, la reforma urbana, son las principales propuestas del cambio 
estructural»; «el pueblo demanda transformaciones a fondo y estamos cumpliendo 
con ese mandato»; «por eso el Presidente de la República se ha convertido en el 
principal vocero de los pobres, los marginados, los destechados, los campesinos y 
los inconformes»; «la voluntad popular por fin se va imponiendo»; «gracias al 
esquema Gobierno-partido de oposición, Colombia ha dejado de ser una sociedad 
bloqueada»; «la tarea del liberalismo, en el presente siglo, ha sido precisamente la 
de traducir las conquistas de la democracia política en igualdad social y en 

5. Barco Virgilio. Discurso de posesión, 7 de agosto de 1986. 
6. Barco Virgilio. «El cambio social: Un compromiso con Colombia», p.21. 
7. Barco Virgilio. Discurso de posesión, 7 de agosto de 1986. 
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equilibrio económico»; «el cambio social lo hemos entendido como un componen­
te decisivo de la reconciliación del Estado con la comunidad»; «los recursos 
disponibles se han destinado preferencialmente a lograr la plena cobertura de los 
servicios públicos básicos»; «la política fiscal ha apoyado programas de cambio y 
ha permitido la reactivación de la inversión pública y la reforma tributaria logró 
equidad y agilidad»; «la política de empleo ha sido exitosa»; «o es un esfuerzo de 
cambio sin precedentes en las regiones más pobres del país»; en síntesis, «estamos 
derrotando la pobreza».8 

¿A quién no le gustaría vivir hoy en el país del señor Barco? Un país que 
según él, sólo tres años antes era de desastre y se ha transformado en el modelo de 
desarrollo latinoamericano gracias a la acción de su gobierno, y por ende de su 
partido. He querido detenerme en el ejemplo, como una muestra de la forma de 
hacer política en Colombia. La metodología es sencilla: El primer paso es describir 
el caos reinante del que todos son culpables, menos el propio partido por supuesto; 
luego, desconocer todos los programas anteriores por ineficaces, achacándoles con 
patetismo la responsabilidad de la falta de legitimidad del Estado, en un análisis 
elemental y maniqueo. En tercer lugar formular «programas revolucionarios» 
nunca antes pensados, imaginar en ellos el país y moviéndose en ese plano de la 
lucubración, convertirse en el abanderado de la salvación nacional, presentando 
hasta el final un parte de victoria inobjetable supuestamente, hasta que el sucesor 
empieza el ciclo nuevamente. Lo curioso es que el modelo no se desgasta, sino se 
fortalece alimentado por tres condiciones: 

1. Prevalece en él la acción estratégica de la estructura medios-fines, sin la 
contextualización y recontextualización de los mismos. Por ende la acción 
comunicativa en el sentido habermasiano, se desconoce. El planteamiento es 
vertical; el gobierno propone, desarrolla y evalúa el programa. 

2. Es absolutamente aerifico con su realización, como si toda la posibilidad de 
cuestionamiento se hubiera gastado en los predecesores. 

3. Supone una legitimidad formal, inexistente en la práctica, por cuanto sus 
formulaciones no son conceptos en el sentido de un traspaso entre realidad y 
pensamiento, sino meras percepciones, opiniones e imágenes. 

El marco político que ha tenido la participación de las comunidades ha sido el 
descrito, implicando el carácter de lo que se concibe como democracia y como 
acción política. 

Ibid. diferentes páginas. 
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En el gobierno de Barco por ejemplo, se formulan varios programas que 
tienen como objetivo la participación en el marco de la descentralización adminis­
trativa. El que se constituye en el programa bandera es el «Plan Nacional de 
Rehabilitación»; así lo presenta el Presidente: «El Plan Nacional de Rehabilitación 
es uno de los proyectos fundamentales de la estrategia de cambio de la actual 
administración. Al iniciarse el gobierno, en 1986, diversos analistas señalaban la 
existencia de un deterioro de la legitimidad del Estado, la cual se manifestaba de 
varias maneras. La nuestra era una democracia que se limitaba a los aspectos 
electorales. Además existían graves desequilibrios regionales y sociales. Las insti­
tuciones en una buena parte del territorio nacional estaban ausentes y amplios 
sectores de la población vivían en condiciones de extrema pobreza. Mi compromi­
so frente al pueblo colombiano fue el encontrar una salida para esa situación de 
crisis. Para ello fue diseñada una estrategia general contenida en el Plan Nacional 
de Rehabilitación que tiene por objetivo lograr la integración económica, social y 
política de las zonas afectadas por la pobreza y por la marginalidad. Ha sido 
concebida como un mecanismo para corregir los desequilibrios generados por los 
modelos tradicionales. Tiene también como objetivo impulsar cambios 
institucionales, que permitan una mejor participación del pueblo colombiano en las 
decisiones que lo afectan directamente. Es decir, contribuye al establecimiento de 
un sistema democrático más participativo... La concertación directa entre las 
autoridades y los grupos comunitarios, contribuye a alcanzar una distribución 
equitativa de la riqueza».9 «El P.N.R. se ha dirigido a generar y mantener una 
relación directa entre sociedad civil, representada por las comunidades y el Estado, 
a través de los agentes nacionales, departamentales y locales».10 

Este análisis corresponde a las tres características señaladas anteriormente. El 
punto de partida es el gobierno, el punto de llegada también está determinado por 
él, la comunidad aparece entonces como objeto de la acción instrumental y estraté­
gica. En segundo lugar, las limitaciones no se tienen en cuenta; sólo los logros: 
«llegamos a 302 municipios del país», como si la eficacia de un programa fuera 
solamente cuantitativa. ¿Qué significa esa «llegada»? ¿De ella puede derivarse un 
compromiso de las comunidades con el programa? ¿Qué continuidad puede tener 
la acción? ¿Qué programas estables generó independientes de la acción estatal? 

Y en tercer lugar, prueba su legitimidad desde arriba, desde el proponente y lo 
señala sin ambages. «En consecuencia la participación de la comunidad debe 

9. Barco Virgilio. «Cambio social, un compromiso con Colombia». 20 de julio 1989, pág. 109. 
10. Barco Virgilio. Ibid, pág. 141. 
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dirigirse hacia el fortalecimiento de las instancias democráticas creadas por el 
Estado».11 Y en otro lugar «...a través de mecanismos como los comités de 
veeduría, con lo cual se afianza y legitima la acción del Estado». 

¿No aparece de suyo viciada una democracia que es impuesta desde arriba? Y 
la legitimación, ¿no resulta más bien autolegitimación de las formas de poder en 
cada una de las esferas? 

Decimos que la participación así entendida no está determinada por estructu­
ras comunicativas. Los canales, el lenguaje, los significantes y significados son 
preestablecidos. Es más una relación de inclusión-exclusión. Inclusión formal a un 
programa específico, que por estar desarticulada de los problemas esenciales se 
convierte en asistencialismo y por ende reafirma la situación profunda de exclu­
sión, que retoma las metodologías anteriores de intervención voluntarista del 
Estado y de manipulación. 

Otra de las propuestas que supuestamente garantiza una mayor participación 
de los sectores excluidos aparece en el proyecto de Reforma Constitucional, que el 
gobierno de Barco presenta en consideración al Congreso en la legislatura de 1988. 
Sorprende por lo audaz, aunque sin duda ofreció en su tumba un alivio y una 
sonrisa al tan vituperado Carlos Marx. Dice: «En desarrollo del concepto de 
'democracia participativa' se propusieron normas orientadas a permitir que los 
trabajadores participen en los beneficios de su propio esfuerzo y en la propiedad de 
las empresas, que ellos contribuyen a crear». (El subrayado es mío). 

Como consecuencia de su debilidad de principios, el populismo neoliberal le 
hace concesiones hasta al socialismo, pero desconoce, de manera flagrante la 
estructura económica, que aunque permitiera participación con algunas acciones a 
los trabajadores, de ninguna manera rompería con esto el desequilibrio que aventa­
ja a las multinacionales y a los accionistas mayoritarios. 

Esta es una concepción de democracia restringida. Por tanto, si concepciones 
diferentes de democracia conducen a formas diferentes de participación, ya pode­
mos inferir el enfoque de participación de tales propuestas. 

Así, una posibilidad objetiva de organización democrática de la vida social se 
ve limitada a los formulismos clientelistas que cambian de iniciales cada cuatro 
años, pero que en el trasfondo reproducen las relaciones tradicionales. Cuando ya 

11. ídem. 
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se llevan diez años hablando de «democracia participativa», de «autonomía», de 
«participación ciudadana», sin que la cobertura de los programas y sobre todo la 
eficacia de los mismos muestren su realidad y sus posibilidades, no cabe duda que 
los conceptos se desvirtúan, porque no corresponden a lo existente y en consecuen­
cia no han logrado entronizarse en el mundo de lo simbólico. 

Quien quiera darle nuevo sentido a la participación y pensarla en la década del 
90, deberá partir de lo que existe y no de su deber ser. De un país de «mayorías 
representadas», donde el dominio del más fuerte y el más rico traspasa los linderos 
económicos y se mete en el mundo de la conciencia, donde los imaginarios de 
dependencia son tan profundos que aunque se creen los mecanismos para la 
expresión, las formas aprendidas de dominación reproducirán otra vez al interior 
de las comunidades el esquema señor-siervo, o enmarcarán las nuevas expresiones 
en el consentimiento del gamonal o del gobierno, donde se espera la acción 
mesiánica del Estado, al mismo tiempo que se le desconoce. Donde la pobreza, más 
que carencia de techo, o de vías, es falencia de lenguaje verdaderamente comunica­
tivo. Donde la democracia se ha hipotecado a unos cuantos, que en período de 
elecciones la esgrimen como garantía de intereses individuales, validando su 
expresión más débil. Sin llamarnos a engaños ese también es nuestro país. 

Luego el camino no es tan sencillo como para afirmar que en sólo cuatro años 
se ha derrotado la pobreza y la ignorancia, y se ha garantizado la participación de la 
comunidad. En nuestro inconsciente galopan siglos de socialización desequilibra­
da que afloran inmisericordes cuando se proponen cambios estructurales, porque la 
misma estructura se resiste a resistirlos. 

Sin embargo, algunas formas de expresión ciudadana empiezan a abrirse 
camino tímidamente desde hace varias décadas, y a pesar de sus limitaciones y sus 
herencias exigen, proponen e imponen su realidad y su posibilidad de ser alternati­
va ante el arrogante y desgastado modelo autoritario. Las juntas comunales, los 
sindicatos, las cooperativas, las asociaciones de madres comunitarias, de padres de 
familia, las asociaciones campesinas, indígenas, las diferentes etnias son también 
nuestra realidad y desconocer su potencial es desconocer al país. 

La presión de estos sectores es la que propicia que en la nueva Constitución, la 
participación se coloque como eje de rescate de la acción comunitaria. Desde el 
mismo preámbulo se deja ver que el marco jurídico de la Carta es democrático y 
participativo. El artículo primero define un nuevo carácter al país, de «democracia 
representativa» pasamos a ser «democracia participativa», ubicando como primero 
de los fines esenciales del Estado el de servir a la comunidad. 
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El artículo 103 de la Constitución es definitorio en este sentido: «Son meca­
nismos de participación del pueblo en ejercicio de su soberanía: El voto, el 
plebiscito, la iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato. La ley los regla­
mentará. El Estado contribuirá a la organización, promoción y capacitación de las 
asociaciones profesionales, cívicas, sindicales, comunitarias, juveniles, benéficas 
o de utilidad común no gubernamentales, sin detrimento de su autonomía con el 
objeto de que constituyan mecanismos democráticos de representación en las 
diferentes instancias de participación, concertación, control y vigilancia de la 
gestión pública que se establezcan».12 

En síntesis: El clima de la democracia participativa se expande a lo largo de la 
nueva Carta, desde el ejercicio y control del poder político hasta los programas de 
asistencia o de rescate de la identidad. 

La nueva carta se mueve entre la democracia, la participación y la comunidad 
como conceptos aprehendidos y vivenciados por los colombianos. Habrá que 
preguntarse qué es una verdadera comunidad. ¿Existe un sólo tipo de ella? ¿Cómo 
se puede conformar, conciliada con los intereses individuales? 

De las muchas referencias a la participación que presenta la Constitución en 
su articulado, podría desprenderse que la formulación es expresión conceptual de 
una realidad, que en todos los aspectos habla de colegialidad, comunicación y 
concertación. Para todos es claro,, que de esa formulación general a la realidad de 
su implementación, es preciso pasar por un intrincado camino de mediaciones que 
llegue desde la fórmula hasta los individuos concretos y que una realidad de 
desigualdades y discriminación que ha propiciado formas de socialización depen­
diente, difícilmente se transforma por decreto. 

Sabemos bien que estas formulaciones se mueven en el nivel de las intuicio­
nes y probablemente de las utopías, mientras que nuestra realidad es de separacio­
nes, clasificaciones y diferencias, motivadas en un orden económico de privilegios, 
que nos ha acostumbrado a hablar de conceptos como democracia, participación y 
comunidad de la manera más simple posible, porque si los llenáramos de determi­
naciones, tendríamos tal multidimensionalidad y movimiento contradictorio, que 
se romperían los paradigmas de varios siglos. 

12. Constitución Política de Colombia 1991, art. 103. 
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No podemos desconocer que formulaciones como las expresadas en la Cons­
titución representan avances, e intentan modificar nuestra realidad, pero su posibi­
lidad de implementación choca cada día con problemas verdaderos y no solamente 
de la nomenclatura sin contenido, como los descritos en los programas guberna­
mentales de la «fragmentación social», «el desarrollo de las instituciones», «el 
agotamiento de los modelos», o «la carencia de legitimidad del Estado». Hablando 
en estos términos todos podríamos ponernos de acuerdo. 

La capacidad crítica de las políticas llega hasta este nivel de la descripción y 
de la apariencia. A la fragmentación social acomodemos «unidad nacional» e 
«identidad colectiva». Al agotamiento de modelos gubernamentales curémoslo 
con la «constitución de modelos alternativos», a la carencia de legitimidad, coloqué-
mosle el rótulo de «democracia participativa» y tendremos solucionados los pro­
blemas de conciencia. Pero ¿qué se mueve detrás de estas descripciones? ¿Cuáles 
son las verdaderas preguntas que debemos hacernos? ¿No habremos formulado 
seudoproblemas que ocultan contradicciones tan graves que impedirán en la prác­
tica la implementación de los más coherentes y bien intencionados planes y 
programas? 

Con la herencia anteriormente citada, la política de participación de la «Revo­
lución pacífica» de César Gaviria se plasma en un coherente Plan de Desarrollo 
Comunitario para 1992-1994, que presenta el ministro de Gobierno, Humberto de 
la Calle. Justificado en la Constitución del 91 se plantea un Sistema Nacional de 
Organización y Participación Comunitaria, dentro de los objetivos gubernamenta­
les de paz y desarrollo y las políticas de impulso de nuevas formas de integración y 
participación a la comunidad, en la que se precisan 25 proyectos coordinados 
dentro de subprogramas y programas. Ante la dispersión criticada a las políticas 
participativas anteriores, se opone un perfecto engranaje entre la participación 
comunitaria, el apoyo y gestión institucional, la organización comunitaria y la 
instrumentación de la misma, en niveles que van desde el asentamiento y la 
localidad hasta el todo nacional, propendiendo por las confederaciones comunita­
rias. 

El esquema descrito, desde lo general a lo particular, cobija las posibles 
formas asociativas que se presentan en el país, desde las juntas de acción comunal 
(41.653), de las que se hace un acertado análisis, hasta las asociaciones de vecinos 
y madres comunitarias. 

El proyecto no deja espacio sin cubrir; incluso en el subprograma de forma­
ción comunitaria plantea nuevos métodos a la Digidec. En primer lugar le da un 


